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Resumen
Abstract

A partir de una investigación basada en metodologías mixtas, este artículo muestra que 
el perfil socioeconómico de la mayoría de mujeres privadas de la libertad en Colombia 
se caracteriza por una situación de marginalidad múltiple, debido a la intersección entre 
género y bajo estatus socioeconómico. Asimismo, explora las necesidades específicas 
y experiencias de estas mujeres en relación con el trabajo, teniendo en cuenta su perfil 
y su rol de cuidadoras principales. El análisis se divide en tres momentos: antes de la 
detención, en la prisión, y después de retornar a la comunidad, donde se evidencia que 
la prisión refuerza la desigualdad atada a su género y bajo estatus socioeconómico. Este 
artículo hace énfasis en que es crucial ofrecer programas, intervenciones y servicios que 
tengan en cuenta el perfil de las mujeres y su situación de marginalidad múltiple, con el 
fin de mejorar su efectividad. Adicionalmente, sugiere repensar el alcance del derecho 
laboral en relación con el trabajo penitenciario.

PALABRAS CLAVE: 

mujeres privadas de la libertad, historia laboral, trabajo penitenciario

Based on a mixed-methodology research, this article shows that the socio-economic pro-
file of the majority of women deprived of their liberty in Colombia is characterized by a 
multiple marginality situation, due to the connection between gender and low socio-eco-
nomic status. Likewise, this text explores the specific needs and the experiences of these 
women in relation to work, by considering their profile and role as primary caregivers. The 
analysis is divided into three moments: before detention, in prison, and after returning 
to the community where it is evident that prison strengthens inequality linked to their 
gender and low socio-economic status. These social-economic vulnerability conditions 
include precarious employment. It is fundamental to offer programs, interventions, and 
services that consider women’s profile and their situation, particularly, training in prison 
for a job that will be productive and useful when released. Additionally, it is important 
to rethink the scope of labor law in relation to prison work.
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Introducción

Entre 1991 y 2018, la tasa de mujeres en prisión por 100 000 habitantes mujeres, 
en Colombia, aumentó 219 %, de 9,9 en 1991, a 31,5 en junio de 20181. El número de 
mujeres privadas de la libertad en los centros penitenciarios del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario (INPEC) pasó de 1500 en 1991, a 7944 en junio de 2018. 
A pesar de este aumento acelerado, la población penitenciaria está conformada, 
mayoritariamente, por hombres; a junio de 2018, los hombres representaban el 
93,3 % de la población privada de la libertad (PPL) a cargo del INPEC. El mayor 
número de hombres oculta las necesidades específicas de las mujeres en el sistema 
penal y el penitenciario2. Aunque las mujeres comparten problemas de los hombres 
privados de la libertad, como el hacinamiento y la falta de recursos, ellas tienen 
circunstancias de vida específicas asociadas al género; por ejemplo, las experiencias 
de discriminación por la jerarquía de género y el rol de ser las principales cuidadoras 
de sus hijos (Casas-Becerra, 2010; Covington; Bloom, 2003). 

Las diferencias de género tienen implicaciones en la trayectoria hacia el delito, 
los tipos de delitos cometidos, la práctica de la justicia penal y el impacto de la 
prisión (Chesney-Lind; Pasko, 2013; Covington; Bloom, 2003). El género también 
interactúa con otros ejes de desventaja social, como la raza y la clase en el contexto 
de la prisión (Crenshaw, 1991). Las mujeres que pertenecen a clases diferentes sue-
len tener experiencias disímiles. Asimismo, mujeres y hombres de la misma clase 
pueden compartir características, pero la experiencia de las mujeres es diferente 
porque el género implica especificidades.

Así las cosas, las políticas públicas relacionadas con el sistema penal y el peni-
tenciario deben atender las diferencias y necesidades específicas de las mujeres por 
dos razones. En primer lugar, ignorar su contexto de vida y sus necesidades en las 
políticas actuales las ha convertido en una fuente de discriminación, de intensifica-
ción del castigo o de sufrimiento desproporcionado (Ariza; Iturralde, 2015; Bloom; 
Owen; Covington, 2003; Casas-Becerra, 2010). Lo anterior se debe a que las prisiones 
agravan las formas de opresión y discriminación de las mujeres que tienen a cargo 
dependientes y que se encuentran en situación de pobreza y marginalidad, tanto 
durante la reclusión como después de quedar en libertad (Ariza; Iturralde, 2015).

En segundo lugar, las diferencias entre hombres y mujeres afectan los resultados 
de los programas, servicios e intervenciones en el marco del sistema penal. Enfrentar 

1. Tasas de encarcelamiento calculadas con base en los datos del promedio de la población penitenciaria 
por año del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) y las proyecciones de la población 
colombiana por año del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).

2. Ver Ariza e Iturralde (2015), Bloom, Owen y Covington (2003), y Casas-Becerra (2010). 
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los factores asociados a la trayectoria del delito en las vidas de las mujeres, a través 
de políticas y programas sensibles al género, es fundamental para mejorar los resul-
tados en todas las fases de la justicia penal. Este tipo de políticas pueden contribuir 
a generar impactos positivos a corto y largo plazo para el sistema, la comunidad, las 
mujeres infractoras y sus familias (Covington; Bloom, 2003). 

Para el diseño de políticas públicas y programas más eficaces, es necesario contar 
con datos sobre el perfil, las características sociodemográficas y los patrones de his-
toria personal de las mujeres. A pesar de ello, no existen muchos datos disponibles 
en Colombia sobre estos elementos3. 

Con el fin de contribuir a llenar este vacío, este artículo presenta datos cualitati-
vos y cuantitativos sobre las experiencias y necesidades específicas de las mujeres 
privadas de la libertad en relación con el trabajo, teniendo en cuenta su perfil y su 
rol de cuidadoras principales. Las preguntas que se exploran a lo largo del texto son 
las siguientes: ¿cuál es el perfil de las mujeres privadas de la libertad?, ¿cuál era la 
historia laboral de las internas antes de ser detenidas?, ¿cuáles son las limitaciones 
de los programas laborales en los centros penitenciarios?, ¿cuáles son las expectati-
vas frente al mercado laboral que tienen estas mujeres al retornar a la comunidad?

Este artículo interviene en los debates sobre trabajo y mujeres privadas de la 
libertad en Colombia de tres maneras. En primer lugar, presenta datos sobre el 
perfil, las necesidades específicas y las experiencias de las mujeres privadas de la 
libertad, mostrando que ellas experimentan un continuo de marginalidad múltiple, 
debido a la intersección entre género y bajo nivel socioeconómico. En segundo lugar, 
explora algunas limitaciones de los programas o actividades laborales en los centros 
penitenciarios, mostrando la necesidad de que su diseño atienda a las condicio-
nes específicas de las mujeres infractoras para aumentar su efectividad. En tercer 
lugar, analiza el rol y alcance del derecho laboral frente al trabajo penitenciario4, 

3. Los datos del INPEC sobre mujeres en las prisiones se limitan a algunas variables como edad, nivel 
educativo, participación en los programas en los centros penitenciarios, entre otras. Hay algunos estudios 
sobre los perfiles criminales y las experiencias de las mujeres en las cárceles colombianas; la mayoría de 
los cuales tienen algunas limitaciones, ya que muchos se enfocaban en un solo centro penitenciario, solo 
recolectaron datos cualitativos o se basaron en los datos limitados del INPEC (Aristizábal; Ríos-García; 
Del Pozo-Serrano, 2016; Ariza-Higuera; Ángel-Botero, 2015; Ariza; Iturralde, 2015; 2017; Briceño-Donn, 
2006; Caicedo, 2017; Céspedes; Rojas; Rojas; Ramírez, 2012; Cruz; Martínez-Osorio; Chaparro-González; 
Uprimny-Yepes; Chaparro-Hernández, 2016; Del Pozo-Serrano; Martínez-Idárraga, 2015; López-Barbosa; 
Castro-Jiménez; Gamboa-Delgado; Vera-Cala, 2009; Ramos, 2003; Uprimny; Guzmán, 2010).

4. Existe un cuerpo de literatura sobre trabajo y derecho laboral que ha explorado la cuestión de quién 
es reconocido como trabajador y quién queda afuera. Algunos autores han propuesto la necesidad de 
ampliar el alcance del concepto de trabajador y del derecho laboral para incluir actividades tradicional-
mente excluidas. Por ejemplo, la literatura feminista ha enfatizado la importancia de insertar el trabajo de 
cuidado y doméstico en el dominio del derecho laboral (Albin, 2012; Busby, 2011; Fudge, 2014; Silbaugh, 
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mostrando su papel al construir identidades y establecer límites en relación con las 
mujeres privadas de la libertad y sus trabajos. El Código Sustantivo del Trabajo fija 
la identidad de trabajador, pero las experiencias de trabajo de muchas de las mujeres 
encuestadas (antes, durante y después de la prisión) no están representadas por esta 
idea. Este texto también muestra los efectos negativos que tiene la falta de aplica-
ción de las leyes laborales frente a los trabajos desempeñados por muchas mujeres 
en los centros penitenciarios, e invita a repensar el alcance del derecho laboral en 
el contexto de la prisión.

La investigación a través de la que se recolectaron los datos analizados en este 
texto incorporó metodologías mixtas de investigación empírica, las cuales incluyeron 
datos cuantitativos y cualitativos. Se aplicó una encuesta (EPMPC) a 587 internos 
y 536 internas en siete centros penitenciarios del país en 2017. Adicionalmente, se 
realizaron 12 entrevistas semiestructuradas a actores clave, quienes fueron elegidos 
usando el método “bola de nieve”. También se analizaron los datos estadísticos 
oficiales del INPEC (Sánchez-Mejía et al., 2018)5.

El presente artículo se divide en cuatro partes: la primera se enfoca en el perfil 
de las mujeres privadas de la libertad; la segunda analiza algunas limitaciones de 
las actividades laborales en los centros penitenciarios y de la regulación del trabajo 
penitenciario; la tercera parte estudia las expectativas laborales de las mujeres para 
el momento de retornar a la comunidad; y la cuarta presenta algunas conclusiones. 

Perfil de las mujeres privadas de la libertad antes  
de la detención

En esta sección, se explora el perfil de las mujeres privadas de la libertad antes 
de la detención, teniendo en cuenta dos elementos: los perfiles socioeconómico 
y delictivo. Entender el perfil y algunos patrones de la historia personal de estas 
mujeres es clave para: i) identificar los motivos y factores asociados a sus conductas 

1996). Asimismo, algunos autores han argumentado que el trabajo en prisión también debe ser interpre-
tado como trabajo dentro del mercado y sujeto a las mismas condiciones del libre; es decir, el alcance del 
derecho laboral se debería expandir para regularlo (Clark; Parker, 1974; Zatz, 2009). 

5. Para la Encuesta del Proyecto Mujeres y Prisión en Colombia (EPMPC), la selección de la muestra se 
dividió en dos etapas: i) selección de una cuota de establecimientos penitenciarios por regional; y ii) 
selección aleatoria de las personas a encuestar en cada centro penitenciario. Los centros penitenciarios 
seleccionados por regional fueron: Regional Central: Buen Pastor y La Picota (al realizar el trabajo de 
campo se cambió la segunda por Cómbita, debido a que La Picota y La Modelo estaban en cuarentena); 
Regional Occidente: Jamundí; Regional Norte: Montería; Regional Oriente: Cúcuta; Regional Noroeste: 
Pedregal; y Regional Viejo Caldas: Picaleña. 
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delictivas (Ariza; Iturralde, 2015); ii) analizar el impacto que puede tener la prisión 
en ellas y sus familias (Ariza; Iturralde, 2015); iii) abordar las realidades y necesida-
des de las mujeres infractoras a través de políticas y programas de la justicia penal 
(Covington; Bloom, 2003); y iv) mejorar los resultados del sistema de justicia penal, 
especialmente en términos de reducir las probabilidades de reincidencia, en tanto 
se podrían diseñar programas, intervenciones y servicios que ataquen los factores 
asociados a las conductas delictivas (Bloom et al., 2003; Covington; Bloom, 2003).

Perfil socioeconómico 

Los datos de la Encuesta del proyecto “Mujeres y prisión en Colombia” (EPMPC) 
sugieren que el perfil de la mayoría de las mujeres privadas de la libertad, antes de su 
detención, se caracterizaba por la precariedad económica, la condición de cabeza de 
familia y la informalidad laboral. Estos tres fenómenos han sido considerados causa 
y efecto –a la vez– de la exclusión y extrema desigualdad (Rico de Alonso, 2006). 

Precariedad económica
Las mujeres son más proclives a estar en situación de pobreza en Colombia, según 
indica el índice de feminidad de hogares pobres (Observatorio de Igualdad de Gé-
nero de América Latina y el Caribe [OIG], 2017)6. En 2014, por cada 100 hombres 
viviendo en hogares pobres había 118,4 mujeres. Esta situación se agudiza en ho-
gares con mayor presencia de niños (Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe [CEPAL], s. f.). 

En este contexto, los datos de la EPMPC sugieren que un alto porcentaje de las 
mujeres encuestadas se encontraba en situación de vulnerabilidad y precariedad 
económica antes de la detención, teniendo en cuenta tres aspectos: su nivel edu-
cativo cruzado con la edad, el estrato del inmueble que habitaban y los ingresos 
mensuales de su hogar. 

El nivel educativo cruzado con la edad puede ser un proxy de nivel socioeconó-
mico (American Psychological Association [APA], 2007). Esta variable se usa para 
medir la condición de pobreza, teniendo en cuenta la incidencia de esta frente a la 
acumulación de capital humano (Centro de Estudios sobre Desarrollo Económico 
[CEDE], 2011). 

6. Índice de feminidad de hogares pobres, 2014. Este índice compara el porcentaje de mujeres y hom-
bres pobres de 20 a 59 años y muestra las disparidades en la incidencia de la pobreza (indigencia) entre 
hombres y mujeres. Un valor superior a 100 indica que la pobreza afecta en mayor grado a las mujeres. 
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Con base en los datos sobre nivel educativo y edad de las mujeres encuestadas, se 
puede afirmar que la mayoría de ellas tiene un nivel socioeconómico bajo. El 56,7 % 
se encuentra entre 25 y 39 años (Figura 1), y solo el 17,2 % tuvo acceso a estudios 
de educación superior (Figura 2). Cabe resaltar que la mayoría de las mujeres se 
encuentra en una edad activa laboralmente y en la que se debería haber alcanzado 
la educación superior.

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”. N=536
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FIGURA 1 Edad de las mujeres (años al momento de la encuesta)

FIGURA 2 Nivel educativo alcanzado

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”. N=536
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La educación es uno de los aspectos fundamentales del estatus, ya que los niveles 
de educación más altos están asociados con mejores resultados económicos y con 
mayores recursos sociales. Un nivel educativo alto aumenta las probabilidades de 
conseguir empleo (APA, 2007), así como la posibilidad de acceder a un mercado 
formal (Quejada-Pérez; Yánez-Contreras; Cano-Hernández, 2014). En consecuencia, 
los bajos niveles educativos de las mujeres encuestadas pueden limitar su acceso 
al mercado laboral y sus posibilidades de optar por un empleo bien remunerado y 
con condiciones favorables. 

Otra medición aproximada de las condiciones socioeconómicas de las mujeres 
entrevistadas en la EPMPC es el estrato del inmueble en el que residían antes de 
la detención. La Figura 3 muestra que el 66,9 % de las mujeres encuestadas en la 
EPMPC residía en inmuebles pertenecientes a estratos 1 y 2. 

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”. N=531
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FIGURA 3 Estrato socioeconómico del inmueble que habitaba antes de su última 
detención

Los ingresos mensuales del hogar antes de la detención también son un indica-
dor de las condiciones socioeconómicas de las mujeres entrevistadas; estos eran 
inferiores a un salario mínimo legal mensual (s. m. l. m. v.) en el 43,5 % de los casos 
(Figura 4). 

En síntesis, el nivel educativo alcanzado, los ingresos mensuales del hogar y el 
estrato socioeconómico del inmueble que habitaban antes de la última detención 
permiten afirmar que un alto porcentaje de las mujeres encuestadas se encontraban 
en situación de precariedad económica. Dicha situación afectaba su seguridad y 
autonomía económica.
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Mujeres cabeza de familia
En cuanto a la situación de conyugalidad de las mujeres encuestadas en la EPMPC, 
es de resaltar que la mayoría no están unidas: son solteras (56,6 %) y separadas o 
divorciadas (6,6 %) (Figura 5).

El 75 % de las mujeres encuestadas era cabeza de familia antes de la detención, 
es decir, ejercían la jefatura femenina de hogar y tenían bajo su cargo en forma per-
manente a sus hijos u otros dependientes. El porcentaje de mujeres privadas de la 

FIGURA 4 Ingresos mensuales del hogar antes de la última detención

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”. N=506

5 10 15 20 25 30 35 40 45 500

NS/NR

6 s.m.l.m.v. y más

De 5 a menos 6 s.m.l.m.v.

De 4 a menos 5 s.m.l.m.v.

De 3 a menos 4 s.m.l.m.v.

De 2 a menos 3 s.m.l.m.v.

De 1 a menos 2 s.m.l.m.v.

Menos 1 s.m.l.m.v.

p o r c e n ta j e

43,5

27,1

12,3

1,4

2,8

1,6

4

7,5

FIGURA 5 Situación de conyugalidad de las mujeres

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”. N=534

10 20 30 40 50 600

Casada

Separada o Divorciada

Unión marital de hecho

Soltero

p o r c e n ta j e

56,6

31,1

6,6

5,8



210 Astrid Sánchez-Mejía • Juliana Morad

libertad que tenía la condición de cabeza de familia es significativamente más alto 
que el promedio nacional de jefatura femenina del hogar (40,9 %) (Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística [DANE], 2018b). 

El 85 % de las mujeres encuestadas reportaron que son madres, en promedio 
tienen 2,7 hijos. El 46 % tiene hijos menores de 11 años, y 15 %, hijos menores de 4 
años. Algunos estudios indican que las madres, en comparación con otras mujeres, 
son desproporcionalmente más pobres, porque este hecho, simultáneamente, reduce 
los ingresos y aumenta las necesidades, especialmente por la responsabilidad de 
proveer a los hijos (Becker, 2000)7. 

El 73 % de las mujeres entrevistadas vivía con sus hijos antes de ser detenida; 54 % 
eran las cuidadoras principales de sus hijos, y solo 4,2 % reportó que los padres de sus 
hijos tenían este rol (Figura 6). En contraste, solo el 13,1 % de los hombres internos 
encuestados eran los cuidadores principales de sus hijos antes de la detención, y el 
60,9 % señaló que la madre era la encargada de su cuidado.

7. Análisis estadísticos han mostrado que la maternidad tiende a reducir los ingresos de las mujeres 
(Folbre, 1994).

FIGURA 6 Principal encargado del cuidado de los hijos antes de la detención

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”.  N=455 condenadas y 458 condenados con hijos. No incluye NS/NR
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Estos datos confirman que la distribución social del cuidado es inequitativa, ya 
que este trabajo está asignado mayormente a las mujeres. Esta situación se evidencia 
en la Encuesta Nacional de Uso del Tiempo 2016-2017. Por ejemplo, la participación 
de las mujeres y los hombres en las actividades de suministro de alimentos a miem-
bros del hogar se estimó en 74,4 % y 24,9 %, respectivamente. Las mujeres dedican 
diariamente el doble del tiempo que los hombres a estas actividades (2 horas y 3 
minutos vs. 58 minutos) (DANE, 2018a).

La división inequitativa del trabajo de cuidado está relacionada con el género. 
El cuidado se ha considerado como una característica femenina, la cual se trans-
mite de generación en generación a través del rol de las madres como cuidadoras 
principales (Chodorow, 1999). La cantidad desproporcionada de trabajo de cuidado 
que desarrollan las mujeres y su devaluación perpetúan su desigualdad en la casa y 
el trabajo. Además, esta realidad puede tener diversos impactos en sus vidas, tales 
como: generar empobrecimiento económico (Jaramillo-Sierra; Anzola-Rodríguez, 
2018), dificultar el acceso a la educación (Jaramillo-Sierra; Anzola-Rodríguez, 2018; 
Okin, 1989), obstaculizar el ingreso al mercado laboral o limitar sus elecciones labo-
rales (Jaramillo-Sierra; Anzola-Rodríguez, 2018). Por ejemplo, las mujeres pueden 
llegar a evitar dedicarse a carreras demandantes o preferir trabajos de medio tiempo 
(Brody, 1981; Folbre, 1994; Okin, 1989). 

Historia laboral de las mujeres antes de la prisión y la informalidad
La historia laboral de las mujeres encuestadas en la EPMPC se enmarca en un 
contexto de exclusión y discriminación en el mercado laboral (Alviar-García; Jara-
millo-Sierra, 2012; Bernat-Díaz, 2007; Fernández, 2006; Hoyos; Ñopo; Peña, 2010; 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos [OCDE], 2017). 

A nivel mundial, entre 1995 y 2015, la tasa de participación de las mujeres en la 
fuerza de trabajo se redujo de 52,4 % a 49,6 %. Mientras que la probabilidad de que las 
mujeres participen en el mercado laboral sigue siendo menor que la de los hombres, 
en 27 puntos porcentuales. Muchas mujeres que trabajan siguen encontrándose en 
ocupaciones informales, trabajos a tiempo parcial y con baja remuneración. Para 
superar la brecha salarial se requerirían setenta años. La situación laboral de las 
mujeres impacta desfavorablemente su cobertura en protección social, sobre todo 
en sistemas contributivos donde las prestaciones dependen enteramente de las 
contribuciones que se realicen al sistema(como en el caso colombiano), lo cual las 
priva de prestaciones económicas tales como un subsidio durante la maternidad y 
una pensión de vejez o invalidez (Oficina Internacional del Trabajo [OIT], 2016).

En el contexto colombiano, los datos del DANE (2018c) sobre el mercado labo-
ral en el primer semestre de 2018 muestran que la tasa global de participación fue 
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74,8 % para los hombres y 53,6 % para las mujeres; la tasa de ocupación fue 69,4 % 
para los hombres y 47,1 % para las mujeres; y la tasa de desempleo fue 7,3 % para 
los hombres y 12 % para las mujeres, siendo esta tasa 1,6 veces más alta en mujeres 
que en hombres. Cabe resaltar que las diferencias entre las tasas de desempleo de 
hombres y mujeres son más amplias en niveles educativos más bajos (Figura 7).

Adicionalmente, en el mercado laboral se presenta una brecha salarial que fa-
vorece a los hombres, la cual ha sido estimada, aproximadamente, en 44 % (CEDE, 
2011). Algunos estudios han concluido que esta brecha se explica, principalmente, 
por las diferencias entre las remuneraciones que están asociadas a la discriminación 
de las mujeres (Fernández, 2006; Vélez; Winter, 1992). 

De acuerdo con los datos del DANE (2018c) sobre el mercado laboral en el primer 
trimestre de 2018, la posición ocupacional de mayor participación para las mujeres 
en Colombia fue trabajadora por cuenta propia (40,1 %). Esta categoría ocupacional 
se asocia con situaciones de informalidad8. Adicionalmente, 6 % de las mujeres era 

8. El concepto de informalidad permite la aproximación a ciertos sectores a través de su cualificación. 
Si bien ha tenido una larga evolución desde la década de los setenta, momento en el que se comenzó a 
emplear este término, usualmente se refiere a aquellas formas de empleo que se encuentran al margen 

FIGURA 7 Tasa de desempleo según nivel educativo y sexo

Fuente: DANE. Gran Encuesta Integrada de Hogares, Boletín técnico, 12.04.2018
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trabajadora familiar sin remuneración; es decir, estas mujeres se encontraban fuera 
del derecho laboral (DANE, 2018c).

Teniendo en cuenta que la relación de empleo estándar (caracterizada por ser 
tiempo completo, todo el año y con horarios poco flexibles) no es fácilmente com-
patible con las responsabilidades de cuidado, las mujeres tienden a tener trabajos 
precarios (Crompton, 2002; Fudge, 2014). Así, son más proclives a trabajar en el 
sector informal, el cual se caracteriza por remuneraciones menores, condiciones de 
trabajo de baja calidad, inestabilidad laboral y ausencia de seguridad social (CEPAL, 
2018; OIT, 2015). De hecho, algunas de estas mujeres pueden encontrar en el sector 
informal la única alternativa para generar ingresos, teniendo en cuenta sus bajos 
niveles educativos, su limitada experiencia laboral y la falta de oportunidades en el 
mercado laboral formal (Rico de Alonso, 2006). Asimismo, las responsabilidades 
de cuidado pueden empujar a las mujeres hacia el sector informal, ya que esta es 
una alternativa que les permite armonizar más fácilmente el trabajo de cuidado con 
las tareas productivas, debido a su flexibilidad (Brody, 1981; Cárdenas; Mejía, 2007; 
Jaramillo-Sierra; Anzola-Rodríguez, 2018).

La brecha de género en el empleo también implica que las mujeres tengan un 
acceso limitado a la protección social, lo cual genera una disparidad entre hombres 
y mujeres en materia de cobertura de esta prestación. Por ello, la falta de protección 
social en la vejez afecta primordialmente a las mujeres (CEPAL, 2018; OIT, 2016).

En este contexto de subordinación de las mujeres en el mercado laboral, 73,1 % 
de las mujeres entrevistadas en la EPMPC tenía un trabajo antes de la detención9. 
La posición ocupacional más frecuente era empleada (31,1 %). De otro lado, un 
alto porcentaje de mujeres se concentraba en labores por cuenta propia, que se 
caracterizan por la informalidad. Por ejemplo, el 19,3 % era independiente; 10,9 %, 
comerciante; y 9,6 %, vendedora ambulante. Asimismo, el 13,9 % se dedicaba a 
actividades delictivas (Figura 8). Estos datos indican que un alto porcentaje de 
mujeres se encontraba en la informalidad, tanto en la legal como en la economía 
del delito (Caicedo, 2017). 

del conjunto de derechos sociolaborales definidos en la legislación nacional (Oficina Internacional del 
Trabajo, 2016).

9. Tener un trabajo no está necesariamente asociado con la formalización o cumplimiento de la regla-
mentación laboral y de seguridad social, ya que existen trabajos remunerados que son informales debido 
a que no se benefician de ninguna seguridad social o laboral (ej.: asalariados informales, trabajadores por 
comisión, trabajadores ocasionales, trabajadores temporales, entre otros) (Bacchetta; Ernst; Bustamante, 
2009). En la Figura 8 se detallan las ocupaciones principales reportadas por las mujeres encuestadas, 
algunas de estas pertenecientes al sector informal de la economía. 
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Un porcentaje significativo desempeñaba ocupaciones tradicionalmente femi-
nizadas, como ama de casa (14,8 %) y trabajo doméstico (7,7 %) (Figura 8). Uno de 
los problemas de los trabajos feminizados es su devaluación, pues se consideran 
de menor importancia y generan ingresos económicos inferiores o, incluso, no se 
prevé su compensación económica (Blumrosen, 1978; Chamallas, 2000). Todo lo 
anterior afecta la independencia económica de las mujeres que se dedican a este 
tipo de actividades. 

FIGURA 8 Ocupación principal antes de ingresar al centro penitenciario

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”. N=533.  
Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100 %
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En síntesis, las mujeres privadas de la libertad, antes de la detención, tenían la 
responsabilidad económica exclusiva de su hogar; estaban a cargo de varios hijos 
(entre otros dependientes); recibían ingresos que, en un alto porcentaje, eran in-
feriores al salario mínimo; vivían las consecuencias de un mercado laboral discri-
minatorio, y desempeñaban trabajos precarios e informales que se caracterizaban 
por su baja remuneración y bajo reconocimiento. Estos datos coinciden con los 
hallazgos de otros estudios sobre mujeres privadas de la libertad en Colombia (Ari-
za; Iturralde, 2015; Caicedo, 2017; Cruz et al., 2016; Advocacy for Human Rights in 
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the Americas [WOLA]; International Drug Policy Consortium [IDPC]; Dejusticia; 
Inter-American Commission of Women [CIM]; Organización de los Estados Ame-
ricanos [OEA], 2016). 

Perfil delictivo: delitos asociados a razones económicas

De acuerdo con los datos del INPEC, los tres delitos con la proporción más alta 
por los que las mujeres se encuentran en prisión son: tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes (45,2 %); concierto para delinquir (28,7 %), y hurto (17,4 %) (Figura 
9). Estos datos confirman que los principales delitos que cometen las mujeres están 
relacionados con drogas o con la propiedad. 

La criminología feminista ha demostrado que el género influye en la trayectoria 
hacia el delito y los tipos de delitos que cometen hombres y mujeres. Es menos 
probable que las mujeres cometan delitos violentos y es más probable que ejecuten 
delitos de drogas o contra la propiedad; a diferencia de los hombres, quienes tienen 
una mayor probabilidad de cometer delitos violentos y que representen un alto riesgo 
para la comunidad (Belknap, 2015; Bloom et al., 2003; Chesney-Lind; Pasko, 2013). 

Un gran porcentaje de mujeres privadas de la libertad se encuentra en prisión 
por tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, siguiendo una tendencia global. 
Algunos estudios han evidenciado la sobrerrepresentación de las mujeres en la po-
blación privada de la libertad por este tipo de actividades delictivas (Ariza; Iturralde, 
2015; Corda, 2010; Cruz et al., 2016; Uprimny; Guzmán, 2010; WOLA et al., 2016). 

FIGURA 9 Tipo de delitos por los que las mujeres y los hombres se encuentran 
privados de la libertad a junio de 2018

Fuente: Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC, 2018)
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Las mujeres entrevistadas en la EPMPC reportaron que el motivo principal por 
el que cometieron el delito fue conseguir dinero (53,4 %) (Figura 10), y esto podría 
estar asociado a sus condiciones de vulnerabilidad social y económica. Importa 
resaltar que la actividad delictiva de las mujeres en América Latina se relaciona, 
principalmente, con la “criminalidad de pobreza” (Casas-Becerra, 2010).

FIGURA 10 Razones para cometer el delito por el que se encuentran detenidas

0,9

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”. N=528.  
Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100 %

10 20 30 40 50 600

Para conseguir dinero
Afirma que es inocente

Fue un accidente
Para defenderse

Porque un familiar o mi pareja me lo pidió
Por placer/satisfacción

Para vengarse
Porque mis amigos lo hacian

NS/NR
Porque un familiar o mi pareja me obligó

Otro

p o r c e n ta j e

6,3

3,9

2,8

2,1

1,3

1,1

11,4

7,6

19,2

51,1

Algunos estudios han señalado que, en Colombia y otros países de América Lati-
na, las dificultades para encontrar un empleo estable y la necesidad de cumplir con 
el rol de cabeza de familia pueden contribuir a que las mujeres entren en conflicto 
con la ley (Caicedo, 2017; Cruz et al., 2016; Giacomello, 2013; Ramos, 2003).

Mujeres privadas de la libertad e interseccionalidad 

La criminología y las teorías de la prisión durante mucho tiempo han analizado el 
rol de la clase y la pobreza en el delito, el sistema penal y las prisiones (Garland, 
2001; Rusche; Dinwiddie, 1978). A su vez, la criminología feminista ha argumentado 
que esos análisis asumían que la prisión era masculina, y ocultaban que el delito y 
las dinámicas de castigo también están formadas por el género. Esta literatura ha 
mostrado cómo el género importa en relación con la trayectoria hacia el delito y la 
manera en que el sistema de justicia penal responde a los infractores (Belknap, 2015; 
Chesney-Lind; Pasko, 2013). Durante las últimas décadas, ha surgido la intersecciona-
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lidad como marco conceptual que permite evidenciar las maneras en que interactúan 
múltiples categorías de identidad como género, raza y clase. La interseccionalidad 
evidencia cómo interactúan múltiples sistemas de poder y opresión (Crenshaw, 1991). 

Los datos sobre el perfil socioeconómico de las mujeres privadas de la liber-
tad presentados muestran que la mayoría de ellas experimentan una situación de 
marginalidad múltiple; pues sus historias personales están influenciadas por la in-
tersección entre género y bajo estatus socioeconómico10. Como se ha mencionado 
anteriormente, estas mujeres tenían la responsabilidad económica exclusiva de su 
hogar, eran las cuidadoras principales de sus hijos u otros dependientes, recibían 
ingresos que en un alto porcentaje eran inferiores al salario mínimo, y desempeñaban 
trabajos precarios e informales. 

Mujeres y hombres con el mismo nivel socioeconómico pueden compartir algu-
nas características, pero las mujeres tienen unas circunstancias de vida específicas 
asociadas al género que hacen que su experiencia sea diferente. Las mujeres han 
experimentado discriminación basada en la jerarquía de género y son las principales 
cuidadoras de sus hijos o dependientes (Bloom et al., 2003; Covington; Bloom, 2003). 
A partir de los roles de género femenino y masculino, las estructuras de familia y 
trabajo forman un ciclo de vulnerabilidad que condiciona la vida y las elecciones de 
las mujeres. La posición desigual en la casa interactúa con la posición desigual en el 
lugar de trabajo (Okin, 1989). 

Adicionalmente, las mujeres y los hombres tienen historias personales y caminos 
diferentes hacia el delito. De igual manera, suelen cometer tipos de delitos diferentes, 
pues es menos probable que las mujeres estén involucradas en delitos violentos y más 
probable que cometan delitos de drogas y contra la propiedad (Belknap, 2015; Bloom et 
al., 2003; Casas-Becerra, 2010; Chesney-Lind; Pasko, 2013; Covington; Bloom, 2003). 

La Corte Constitucional ha señalado que las mujeres experimentan impactos 
diferenciados en la prisión: 

La violencia y la discriminación en contra de las mujeres tienen unas repercusiones 
concretas –a las que no suele prestársele suficiente atención– cuando ellas entran en 
contacto con el sistema penitenciario. No hay que hilar muy delgado para recordar que, 
en un marco como ese, están expuestas a situaciones que aumentan exponencialmente 
su vulnerabilidad, con un impacto claramente diferenciado. Tampoco, que las mujeres 
reclusas tienen, en dicha esfera de privación de su libertad, unas necesidades especiales 

10. En este texto no se presentan datos sobre raza ni se explora cómo esta interactúa con otros rasgos, ya 
que pocas mujeres encuestadas reportaron pertenecer a grupos étnicos (negra, mulata o afrocolombiana: 
7,1 %; indígena: 4,7 %; ROM-gitana: 0,2 %, y raizal del Archipiélago de San Andrés y Providencia) y, por 
ello, no se cuenta con datos suficientes para realizar este análisis.
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que suplir y unos problemas concretos que enfrentar, desde los ámbitos más básicos 
y vitales (Corte Constitucional, T- 276, 2018) .

Algunos autores han argumentado que la prisión reproduce y refuerza los ór-
denes sociales de clase y género (Ariza; Iturralde, 2015; Caicedo, 2017; Iturralde, 
2011; Rusche; Dinwiddie, 1978). Así, las formas de opresión y discriminación de las 
mujeres se agravan durante la reclusión y después de quedar en libertad, teniendo 
en cuenta sus condiciones de marginalidad y sus responsabilidades de cuidado 
(Ariza; Iturralde, 2015). En consecuencia, las condiciones de vulnerabilidad social 
y económica se profundizan.

Teniendo en cuenta que en el caso de la mayoría de las mujeres privadas de la 
libertad interactúan múltiples categorías de identidad –bajo nivel socioeconómico y 
género–, las estrategias de intervención en el sistema penal y el sistema penitenciario 
deben buscar abordar estas intersecciones para mejorar los resultados. 

El trabajo en prisión

En la sección anterior, se evidenció que las mujeres privadas de la libertad, antes de 
ingresar a la prisión, se caracterizaban por ser cabeza de familia, tener una situación 
económica desfavorable, contar con bajos niveles educativos, y desempeñarse en 
trabajos informales o tradicionalmente feminizados –escasamente remunerados y 
no reconocidos–. 

Al momento de ingresar a prisión, se esperaría que las mujeres pudieran acce-
der a programas laborales que transformaran sus perspectivas para el momento de 
retornar a la libertad, con el fin de mejorar sus posibilidades de reinserción social. 
Uno de los objetivos del sistema de justicia penal y del penitenciario es ofrecer 
programas, intervenciones y servicios para reducir la reincidencia. Para lograr este 
objetivo, es clave tener en cuenta el perfil de las mujeres, así como las diferencias 
entre hombres y mujeres infractores, en tanto estas condiciones afectan la capacidad 
del sistema para enfrentar los factores asociados con la trayectoria hacia el delito 
(Covington; Bloom, 2003). 

Las actividades de trabajo en los centros penitenciarios, junto con el estudio y la 
enseñanza, son parte del tratamiento penitenciario, el cual tiene como fin preparar a 
la persona para el regreso a la vida en libertad y lograr el fin resocializador de la pena 
(Congreso de Colombia, Ley 65, 1993). De acuerdo con información suministrada 
por el INPEC, a junio de 2019, 48 854 personas privadas de la libertad se encontraban 
vinculadas a actividades laborales. De estas actividades, las que tenían un mayor 
número de personas vinculadas eran artesanales y servicios (Tabla 1).
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El Ministerio de Justicia y del Derecho, con base en datos suministrados por el 
Departamento Nacional de Planeación, señaló que el 2,5 % de las actividades labo-
rales se desarrollaban con recursos de terceros, bajo la modalidad de administración 
indirecta; el 11 % de la oferta laboral estaba a cargo del INPEC, y el 86,5 % de las 
actividades eran financiadas, directamente, por los reclusos (Congreso de Colombia, 
Proyecto de Ley Número 14, 2017). 

Algunos estudios han encontrado que los recursos del INPEC son insuficien-
tes para ofrecer programas laborales y educativos para la población penitenciaria 
(Iturralde, 2011; Ramírez; Parra-Gallego, 2016). Adicionalmente, el Ministerio de 
Justicia y del Derecho (2014) ha resaltado los siguientes problemas relacionados 
con las actividades laborales y educativas: la formación de los funcionarios, los 
altos índices de desocupación de los internos y la falta de elementos para realizar 
las actividades. La precariedad y la falta de recursos para las actividades laborales 
afecta tanto a hombres como a mujeres privadas de la libertad, pero esta situación 
se ve exacerbada frente a ellas, debido a sus historias personales y sus condiciones 
específicas, antes de la detención y durante la prisión (Carlen; Worrall, 2012).

En esta sección, se analizará la percepción de las mujeres encuestadas frente 
a los programas o actividades laborales en los centros penitenciarios. En primer 
lugar, se expondrá que los programas ofrecidos a las mujeres privadas de la libertad 
reproducen los estereotipos de género. En segundo lugar, se argumentará que la 
regulación del trabajo en prisión permite que la labor de muchas mujeres privadas 
de la libertad se encuentre al margen del derecho laboral. 

TABLA 1 Actividades laborales y porcentaje de la población privada de la libertad 
vinculada a junio de 2019

Artesanales 68,5%

Servicios 24,4%

Enseñanza 3,8%

Industria 2,7%

Agrícola y pecuario 0,6%

Proyecto PPL

Fuente: INPEC (2019) 
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Programas o actividades laborales en los centros penitenciarios  
y estereotipos de género

El 56,7 % de las participantes en la EPMPC manifestó que ha participado en pro-
gramas o actividades laborales en la prisión11. Una limitación de estos programas o 
actividades es la reproducción de los estereotipos de género. La Figura 11 muestra que 
los programas laborales en los que han participado principalmente son: programas 
artesanales (58,62 %) y aseo (21,32 %).

Asimismo, las encuestadas indicaron que las principales habilidades adquiridas 
en la prisión son artesanía, costura, belleza o peluquería, pintura o decoración, y 
cocina (Figura 12). 

Aunque los programas del área artesanal también son predominantes para los 
hombres privados de la libertad en Colombia, la oferta de programas laborales 
afecta de manera específica a las mujeres, ya que se centran en actividades que 
se consideran femeninas, y en el desarrollo de habilidades y aptitudes propias de 
las mujeres (Ariza; Iturralde, 2017; Carlen; Worrall, 2012). Estas ocupaciones que 
reproducen o refuerzan los roles de género no transforman las habilidades de las 
mujeres, y contribuyen a perpetuar su subordinación económica. Cabe reiterar que 

11. N=533.

FIGURA 11 Tipo de programas o actividades laborales en los que ha participado

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”. N=319.  
Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100 %
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los trabajos feminizados se caracterizan por su baja remuneración y reconocimiento. 
Por ello, concentrarse en actividades como la elaboración de manualidades o activi-
dades de aseo y cocina puede ocasionar que no se transformen significativamente 
las condiciones sociales, económicas y laborales de las mujeres cuando retornen a 
la comunidad.

En este sentido, el 28,4 % de las participantes manifestó que no creía probable 
que las actividades o programas laborales las ayudaran a encontrar empleo al quedar 
en libertad12. De este subgrupo de mujeres13, 28,6 % consideraba que ya tenía las 
habilidades antes de ingresar a prisión, es decir, las actividades laborales ofrecidas 
se identificaban con las desempeñadas antes de ser detenidas. Además, el 29,9 % 
consideraba que las actividades no eran relevantes para el mercado laboral. De hecho, 
el 67,5 % de las mujeres que ya había estado en prisión indicó que las habilidades 
que adquirieron en los programas laborales o educativos, en su anterior detención, 

12. N=510. 

13. N=147.

FIGURA 12 Tipo de habilidades adquiridas durante la condena

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”. N=382.  
Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100 %
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no fueron útiles para obtener ingresos económicos ni encontrar empleo al salir de 
la cárcel la última vez14.

Al parecer, los programas laborales no consideran la necesidad de transformar 
las habilidades laborales de las reclusas de cara a una historia laboral informal y 
precarizada. Por el contrario, los centros penitenciarios reflejan los roles tradicio-
nales de género, contribuyendo a preservar la situación de vulnerabilidad social y 
económica de las mujeres (Añaños-Bedriñana; García-Vita, 2017).

Ante la pregunta sobre temas o áreas de interés para la implementación de 
nuevos programas en la institución penitenciaria, un alto porcentaje de mujeres 
seleccionó actividades tradicionalmente femeninas, reproduciendo o aceptando los 
estereotipos de género (arte/manualidades, peluquería/belleza, costura/diseño de 
modas). Simultáneamente, un alto porcentaje de ellas escogió áreas que se alejan 
de lo típicamente femenino (computadores/tecnología, idiomas, economía/admi-
nistración/negocios) (Figura 13). 

Mujeres privadas de la libertad en Colombia como trabajadoras  
al margen del mercado y el derecho laboral

Caracterización del trabajo en prisión y la aplicación del derecho laboral
En la literatura sobre el trabajo en prisión se debaten dos cuestiones: cómo se ca-
racteriza este tipo de trabajo y, según la manera como se rotula esta relación, si las 
leyes laborales aplican. A partir de estas dos cuestiones, el trabajo en prisión se ha 
caracterizado de dos maneras: como trabajo rehabilitador y como trabajo productivo.

En primer lugar, el trabajo en los centros de reclusión se ha categorizado como 
trabajo rehabilitador, debido a que se considera diferente y separado del libre (Clark; 
Parker, 1974), y por ello, se excluye de la categoría legal de empleo (Zatz, 2009). El 
carácter penal implica la ausencia de una relación de mercado y conlleva que la re-
lación sea penológica y no pecuniaria15 (Zatz, 2008; 2009). El trabajo de los internos 
es considerado como un medio para que aprendan disciplina, hábitos y habilidades 
ocupacionales (Clark; Parker, 1974). Tiene, entonces, un carácter rehabilitador que 
contribuye a reducir las probabilidades de reincidencia (Zatz, 2009). 

Esta caracterización del trabajo en prisión por el derecho permite la disparidad 
entre los trabajadores reclusos y los libres, ya que a los internos se les niegan algunos 
derechos laborales básicos que tienen los otros (Clark; Parker, 1974). Por ejemplo, el 

14. N=40.

15. Ver United States Court of Appeals (1993).
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reconocimiento del derecho a un salario mínimo usualmente encuentra una fuerte 
resistencia16 (Clark; Parker, 1974). En consecuencia, esta caracterización ubica a los 
internos fuera del alcance de la protección del derecho laboral.

Algunas de las racionalidades que fundamentan las limitaciones a los derechos 
laborales son: la naturaleza del trabajo penitenciario y su carácter rehabilitador; la 
carga presupuestal para el Estado que implicarían los costos asociados a una vincu-
lación laboral con todos los beneficios legales; posibles reclamos de actores sociales 
frente a otorgar condiciones “privilegiadas” a las personas privadas de la libertad; y 

16. Ver Corte Constitucional (2010) y United States Court of Appeals (1992).

FIGURA 13 Temas o áreas de interés de las mujeres encuestadas para  
la implementación de nuevos programas

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”. Base: 536 mujeres condenadas.  
Pregunta de múltiple respuesta, por ello el porcentaje puede superar el 100 %
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el principio de menor elegibilidad, según el cual las condiciones de la prisión deben 
ser peores que las condiciones de vida de los ciudadanos de la clase más baja que 
cumplen la ley, para que las personas prefieran abstenerse de la realización de una 
conducta criminal (Rusche; Dinwiddie, 1978). Este último punto fundamenta la 
imposibilidad de equiparar las condiciones laborales de la prisión con las del trabajo 
libre, pues si las condiciones ofrecidas son mejores o iguales, el obrero precarizado 
podría tener incentivos para cometer un delito, con el objetivo de cubrir sus necesi-
dades básicas (Ariza-Higuera, 2017)17. 

En segundo lugar, el trabajo penitenciario se ha caracterizado como trabajo 
productivo, en tanto tiene características similares a las relaciones de empleo, ta-
les como la remuneración y la supervisión (Zatz, 2009). La labor en prisión puede 
ser representada como trabajo en el mercado, ya que constituye un intercambio 
económico de una actividad valiosa por un pago monetario. En muchos casos, su 
labor produce bienes y servicios que son vendidos fuera de la prisión (Zatz, 2009). 
Teniendo en cuenta lo anterior, el trabajo en prisión, además de penológico, sería 
pecuniario18. En consecuencia, el trabajo en prisión y el trabajo libre se deberían 
tratar de la misma manera (Clark; Parker, 1974).

Caracterización del trabajo en prisión y aplicación del derecho laboral  
en Colombia
La normatividad penitenciaria y carcelaria colombiana establece que las funciones 
principales del trabajo en prisión son la resocialización y la redención de la pena. 
Uno de los objetivos del trabajo es preparar a las internas para la vida en libertad 
(Congreso de Colombia, Ley 65, 1993). Las reglas y la jurisprudencia constitucional 
han aplicado las dos caracterizaciones del trabajo penitenciario expuestas, a través 
de las dos modalidades del trabajo previstas: la administración indirecta y la directa 
(INPEC, 1995: Art. 61), como se explica a continuación.

En la administración indirecta se representa como trabajo productivo, pues el 
establecimiento penitenciario pone a disposición de personas jurídicas o naturales 
recursos físicos para que realicen actividades productivas, vinculando la mano de 
obra de los internos (INPEC, 1995: Art. 61). La persona natural o jurídica se encarga 
de la compensación o pago a las internas. El trabajo en prisión se integra de manera 
clara en las instituciones y relaciones del mercado. 

17. En algunos países, los programas disponibles para los internos han generado indignación pública. 
Ver Gray, Mays y Stohr (1995). 

18. Ver Opinión Disidente del Juez Norris (United States Court of Appeals, 1993). 
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Esta modalidad ha sido regulada con base en una perspectiva de trabajo produc-
tivo, donde se requiere la voluntad del interno, el pago de un salario mínimo y el 
cumplimiento de las mismas condiciones de protección del trabajo libre regido por el 
Código Sustantivo del Trabajo y demás regulaciones laborales (INPEC, 1995: Art.62; 
Corte Constitucional, T-429, 2010). El Ministerio de Justicia y del Derecho, con base 
en datos suministrados por el Departamento Nacional de Planeación, indicó que solo 
el 2,5 % de las actividades laborales en los centros penitenciarios se desarrollaban 
con recursos de terceros, bajo la modalidad de administración indirecta (Congreso 
de Colombia, Proyecto de Ley Número 14, 2017).

Por el contrario, en la administración directa se representa como trabajo reha-
bilitador, donde el establecimiento penitenciario pone a disposición de los internos 
los recursos productivos necesarios para el desarrollo de actividades industriales, 
agropecuarias y de servicios, y controla el desarrollo de las mismas (INPEC, 1995: 
Art. 61). La mayor parte de las actividades que el INPEC considera idóneas para 
la redención de pena se desarrollan bajo esta modalidad (Congreso de Colombia, 
Proyecto de Ley Número 14, 2017).

Debido a que esta modalidad se ha regulado desde una perspectiva de trabajo 
rehabilitador, no existe un contrato de trabajo y las condiciones y los derechos no son 
los mismos del trabajo libre. En las labores en prisión bajo administración directa se 
garantizan unas condiciones mínimas como protección en salud y riesgos laborales, 
y una remuneración equitativa (que no es igual a un salario mínimo), teniendo en 
cuenta los estándares de la OIT (Reyes; Garzón, 2015; Corte Constitucional, T-429, 
2010). Todo lo anterior conlleva a que la actividad de estas mujeres quede afuera del 
contrato de trabajo y esté al margen del derecho laboral. Así las cosas, en las prisiones 
colombianas el alcance del derecho laboral y del contrato de trabajo depende del rol 
del centro penitenciario en la administración de las actividades y de la participación 
de un tercero que ofrece los recursos para el proceso productivo.

El Ministerio de Justicia y del Derecho propuso una reconceptualización del 
trabajo penitenciario a través de un proyecto de ley que fue archivado. Según la 
propuesta, la categoría “trabajo penitenciario” se reservaría para las actividades 
desarrolladas bajo administración indirecta y para servicios ejecutados a favor del 
INPEC que sobrepasen las actividades relacionadas con la pena de prisión (ej.: 
mantenimiento de infraestructura). Es decir, actividades como monitores de aseo 
o de educación no constituirían trabajo penitenciario ni deberían ser remuneradas, 
ya que se considerarían como directamente asociadas a la ejecución de la pena de 
prisión (Congreso de Colombia, Proyecto de Ley Número 14, 2017). 
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El trabajo penitenciario desde una perspectiva rehabilitadora al margen 
del derecho laboral 

A continuación, vamos a analizar el trabajo penitenciario bajo administración di-
recta regulado con base en una perspectiva rehabilitadora. Desde esta perspectiva, 
la prisión es un espacio de excepción a la aplicación de la norma laboral vinculada 
al contrato de trabajo, pues se considera que el penitenciario no tiene la misma fi-
nalidad del trabajo libre, que es satisfacer el mínimo vital del trabajador y su núcleo 
familiar. De acuerdo con la Corte Constitucional:

El trabajo penitenciario no tiene por finalidad satisfacer el mínimo vital del recluso, sino 
que es eminentemente terapéutico al igual que un medio para redimir la pena (…) el 
trabajo penitenciario no deviene de un contrato laboral sino de una relación de derecho 
público que surge como consecuencia de la pena (Corte Constitucional, T-429, 2010).

La Corte Constitucional (2010), además, ha establecido las siguientes diferencias 
entre el trabajo libre y el trabajo en prisión: 

 • Es voluntario. 
 • El trabajador vende su fuerza laboral en el 

mercado.
 • Es una relación eminentemente económica.

 • Es obligatorio.
 • No existe contrato de trabajo.
 • Es una relación de derecho público que surge 

como consecuencia de la pena de prisión.
 • Algunos derechos laborales no cobijan a los 

internos.
 • La remuneración debe ser equitativa, no debe 

ser igual a un salario mínimo y no tiene efectos 
prestacionales. 

 • Existe una intromisión en la destinación del 
salario (por ejemplo, prohibición de usarlo en 
el centro penitenciario).

Trabajo libre Trabajo penitenciario

La regulación del trabajo en prisión como rehabilitador o terapéutico genera que 
este esté al margen del derecho laboral. Los efectos principales de este régimen son: 
los ingresos pueden ser inferiores al salario mínimo legal, y los aportes a seguridad 
social son voluntarios. Estos dos efectos parecieran generar una situación de conti-
nuidad en la desprotección que experimentaba la mayoría de las mujeres privadas 
de la libertad antes de su detención, debido a la informalidad laboral.
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Ingresos percibidos por el trabajo en prisión
El ordenamiento jurídico permite recibir ingresos inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente por el trabajo en prisión bajo administración directa. La Corte 
Constitucional ha señalado que:

No sobra indicar que el trabajo penitenciario no tiene por finalidad satisfacer el mínimo 
vital del recluso, sino que es eminentemente terapéutico al igual que un medio para redi-
mir la pena. Por lo tanto, su remuneración equitativa, salvo en el caso de los reclusos que 
trabajen para particulares –y que, como se verá, corresponde a la administración indirec-
ta– no tiene por qué ser igual a un salario mínimo (Corte Constitucional, T-429, 2010).

En la misma línea, el Decreto 1758 de 2015 establece:

ARTÍCULO 2.2.1.10.1.4. Remuneración. La remuneración percibida por las personas 
privadas de la libertad en razón a los convenios de resocialización y trabajo peniten-
ciario, no constituye salario y no tiene los efectos prestacionales derivados del mismo.

La compensación para las personas privadas de la libertad no debe ser igual a un 
salario mínimo, pero debe ser equitativa. La remuneración no puede ser despropor-
cionadamente baja y conllevar la precarización salarial, ya que esto implicaría la ex-
plotación de los internos (Corte Constitucional, T-429, 2010). De acuerdo con la Corte 
Constitucional, la figura de la remuneración equitativa y la resistencia a garantizar 
un salario mínimo se fundamentan en las restricciones presupuestales del Estado. Se 
argumenta que las bonificaciones muy altas podrían causar dificultades presupuestales 
para que se generen suficientes oportunidades laborales para los internos, especial-
mente en un escenario con altas tasas de hacinamiento (Corte Constitucional, T-429, 
2010). Cabe mencionar que el pago de un salario mínimo legal mensual vigente, el 
reconocimiento de prestaciones sociales y las cotizaciones al Sistema de Seguridad 
Social Integral podrían ascender a un monto aproximado de $1 120 852 mensuales19.

El Ministerio de Justicia y del Derecho ha indicado que los internos reciben una 
bonificación aproximada del 10 % del salario mínimo legal, por actividades como 
monitores de aseo y de educación, y bibliotecarios (Congreso de Colombia, Proyecto 
de Ley Número 14, 2017). 

El Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la 
Mujer (2008) ha señalado que es problemático que la remuneración que las mujeres 
reciben se encuentre muy por debajo de la que ofrece el mercado laboral fuera de la 

19. Esta cifra responde a una liquidación tentativa, tomando el salario mínimo legal mensual vigente para 
el año 2019, que asciende a $828 116.
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cárcel, ya que muchas de ellas tienen la condición de cabeza de familia. Los ingresos 
bajos impactan su rol de cuidadoras en el hogar y las relaciones con sus hijos, espe-
cialmente en los casos en que siguen siendo la única o principal fuente de ingresos 
de sus hogares (Centro de Estudios Legales y Sociales [CELS], 2011).

Es de resaltar que muchas mujeres privadas de la libertad siguen teniendo un rol 
de proveedoras para satisfacer las necesidades de sus dependientes. De acuerdo con 
los resultados de la EPMPC, mientras estas mujeres cumplen su condena, sus hijos 
menores de 18 años viven principalmente con la abuela (43,7 %), con otros familia-
res (17,4 %) o con el padre (21,1 %). Usualmente, estos cuidadores también tienen 
un nivel socioeconómico bajo, por lo que encargarse del cuidado les genera cargas 
desproporcionadas (investigadora de una organización de defensa de los derechos 
de las mujeres, comunicación personal, 17.04.2018). 

Muchas mujeres privadas de la libertad son sostenedoras de la economía familiar, 
pero se encuentran en una situación de precariedad laboral reforzada en el contexto 
de la prisión (Añaños-Bedriñana; García-Vita, 2017). En estas circunstancias, es 
importante repensar la concepción del trabajo penitenciario como un simple me-
dio terapéutico o de redención de pena. En realidad, el trabajo de muchas de estas 
mujeres cumple una función desconocida por la Corte Constitucional: garantizar 
el mínimo vital de sus dependientes. 

Sistema de Seguridad Social: protección a la vejez
El régimen sobre personas privadas de la libertad no contempla la obligación de 
cotización al subsistema de seguridad social en pensiones. El Decreto 1758 de 2015 
se refiere a la protección a la vejez en los siguientes términos:

ARTÍCULO 2.2.1.10.2.2.  Protección a la vejez.  Las personas privadas de la libertad 
menores de 65 años, que así lo soliciten, podrán ser afiliadas al Sistema Flexible de 
Protección para la Vejez constituido por los Beneficios Económicos Periódicos. El 
Ministerio del Trabajo determinará anualmente el monto del aporte correspondiente, 
el cual deberá ser descontado de la remuneración percibida por la persona privada de 
la libertad. El INPEC coordinará el giro de los recursos a la entidad a la cual se afilie a 
la persona privada de la libertad.

Esta disposición brinda una protección voluntaria a través de los Beneficios 
Económicos Periódicos que garantizan ingresos, pero nunca iguales al salario mí-
nimo legal mensual vigente. Así las cosas, durante la estancia en prisión que tiene 
lugar en la edad laboral de las mujeres no se garantiza una cotización para alcanzar 
una pensión en la edad vulnerable. Esto acentúa las posibilidades de precariedad 
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de la población femenina de la tercera edad que ha estado recluida en un centro 
penitenciario. 

La mayoría de las mujeres privadas de la libertad no tenía la opción de contribuir 
para una pensión en sus trabajos antes de la detención, y en la prisión se preservan 
y agravan sus problemas de cobertura en protección social. Cabe recordar que la 
falta de esta protección en la vejez afecta primordialmente a las mujeres, debido a 
la brecha de género en el empleo (CEPAL, 2018; OIT, 2016). 

En síntesis, la regulación del trabajo en prisión con base en una perspectiva re-
habilitadora excluye a muchas mujeres privadas de la libertad del derecho laboral y 
les niega algunos de los derechos mínimos del trabajo libre. El alcance limitado del 
derecho laboral frente a estas mujeres tiene un impacto negativo en sus derechos 
y en el rol como proveedoras que mantienen algunas de ellas en sus hogares desde 
la prisión. Teniendo en cuenta lo anterior, es importante repensar el alcance del 
derecho laboral en la prisión, y la distinción entre el trabajo libre y el penitenciario, 
así como reflexionar sobre el trato diferencial que se establece para las actividades 
bajo administración directa e indirecta. 

Expectativas de las mujeres privadas de la libertad  
frente al mercado laboral, en el momento de retornar  
a la comunidad

La transición a la comunidad de las mujeres que retornan a la libertad implica múl-
tiples retos. De ellos, los principales que las encuestadas creen que van a enfrentar 
en el futuro son los obstáculos para conseguir un trabajo (53,5 %), las dificultades 
económicas (48,3 %) y la estigmatización o rechazo social (Figura 14). 

Es de aclarar que tanto los hombres como las mujeres que regresan a la comunidad 
enfrentan retos para conseguir trabajo, lograr estabilidad económica y encontrar 
vivienda. Sin embargo, las mujeres enfrentan circunstancias específicas debido al 
género; por ejemplo, el rol de ser la cuidadora principal de los hijos y la discrimina-
ción en el mercado laboral. 

La mayoría de las mujeres en prisión tienen hijos y suelen ser la principales 
encargadas de su cuidado, muchas de ellas quieren asumir la atención de sus hijos 
al quedar en libertad, mientras los padres de los hijos usualmente no están a cargo 
de su cuidado durante la detención ni ofrecen ningún aporte económico, y los fa-
miliares que custodian los hijos durante la detención con frecuencia esperan que la 
madre asuma esta responsabilidad inmediatamente es liberada (Bloom et al., 2003). 
Por ello, los retos económicos y laborales que enfrentan estas mujeres al retornar 
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a la comunidad incluyen las necesidades de sus hijos, lo cual representa una carga 
adicional para ellas (Bloom et al., 2003; Brown; Melchior; Huba, 1999; Covington; 
Bloom, 2003). El caso de los hombres privados de la libertad es distinto, ya que la 
mayoría de ellos no suelen ser los cuidadores principales de sus hijos y estos, usual-
mente, viven con la madre durante la condena del padre.

Las pospenadas usualmente enfrentan diversos obstáculos para encontrar un 
empleo (pospenada, comunicación personal, 26.04.2018). En primer lugar, los 
asociados al perfil de las mujeres; por ejemplo, sus bajos niveles educativos, su li-
mitada experiencia profesional y la falta de habilidades relevantes para el mercado 
laboral (Cruz et al., 2016; WOLA et al., 2016). Es de reiterar que estas habilidades 
no se ven transformadas durante la prisión, debido a las limitaciones de los progra-
mas laborales ofrecidos (Ariza; Iturralde, 2015). En segundo lugar, los obstáculos 
asociados a la discriminación de las mujeres en el contexto laboral y a un mercado 
productivo que se caracteriza por la informalidad preponderantemente femenina 
(Alviar-García; Jaramillo-Sierra, 2012; Bernat-Díaz, 2007; Fernández, 2006; Hoyos 
et al., 2010; OCDE, 2017). 

En tercer lugar, los obstáculos asociados a los antecedentes penales que agravan 
las dificultades de acceso a un mercado laboral precario para las mujeres. En Colom-

Fuente: encuesta proyecto “Mujeres y prisión en Colombia”. Base: 536 mujeres condenadas.  
Pregunta de respuesta múltiple. No incluye NS/NR

10 20 30 40 50 600

Relación con sus hijos

Econtrar un lugar para vivir

Estigmatización o rechazo social

Conseguir un trabajo

Económicas

Alcohol

Drogas

Otro

Relación con su pareja

Seguridad personal

Ninguna

p o r c e n ta j e

53,5

48,3

29,1

26,1

17,9

9,5

8,6

7,5

3,5

3,4

2,2

FIGURA 14 ¿Cuáles cree que son las principales dificultades que va a enfrentar después 
de quedar en libertad?



231¿Mujeres al margen? Estudios empíricos en trabajo y derecho

bia, este historial no se cancela y es fácilmente accesible por potenciales empleadores 
o cualquier persona a través de la consulta en línea (Presidencia de la República 
de Colombia, Decreto 19, 2012: Art. 94). Algunos estudios han mostrado que, en 
Colombia y otros países, las personas que han tenido una condena experimentan 
discriminación laboral, debido a que los antecedentes penales contribuyen a reducir 
las posibilidades de conseguir un trabajo (Blumstein; Nakamura, 2009; Damaska, 
1968; Escobar-Vélez, 2018; Larrauri; Jacobs, 2011; Naylor; Paterson; Pittard, 2008; 
Pager; Western; Sugie, 2009). 

Si se considera la función que cumple el trabajo en las sociedades actuales como 
una de las principales formas de vínculo social, autorrealización y subsistencia, los 
efectos de la prisión en las posibilidades laborales de estas mujeres están afectando 
su reinserción en la sociedad (Méda, 1998). Al obstaculizar el ingreso al mundo 
laboral de las pospenadas, el castigo trasciende la prisión y perpetúa la exclusión 
social. Un estudio sobre mujeres y encarcelamiento en América Latina concluyó que: 
“una vez terminan su condena y son puestas en libertad, sus antecedentes penales 
perjudican la posibilidad de encontrar un empleo decente y legal, lo cual perpetúa 
el círculo vicioso de exclusión social y encarcelamiento” (WOLA et al., 2016: 10). 

Conclusiones

Los datos de la EPMPC muestran que el perfil de la mayoría de las mujeres priva-
das de la libertad en Colombia se caracteriza por una situación de marginalidad 
múltiple, debido a la intersección entre género y bajo estatus socioeconómico. Esta 
condición conlleva vulnerabilidad social y económica. En su mayoría, estas mujeres 
son madres, eran cabeza de familia, vivían con sus hijos y eran las responsables 
principales de su cuidado, antes de la detención. Ellas experimentan precariedad 
económica y, simultáneamente, tienen necesidades derivadas de su rol de provee-
doras y cuidadoras. 

La situación laboral de la mayoría de mujeres privadas de la libertad antes de 
la detención se caracterizaba por la informalidad, posiblemente debido a sus bajos 
niveles educativos, su experiencia laboral limitada y sus responsabilidades exclusivas 
de cuidado. En la prisión, algunas de ellas participan en programas o actividades 
laborales que reflejan los estereotipos de lo femenino y los roles de género. Dichos 
programas no transforman las habilidades y oportunidades de las mujeres en el mer-
cado laboral. Adicionalmente, la regulación sobre el trabajo penitenciario reproduce 
y exacerba las condiciones del empleo informal y precario para muchas mujeres en 
prisión, lo cual impacta negativamente sus derechos, los ingresos que perciben y su 
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protección en el sistema de seguridad social. Esto es especialmente problemático 
para aquellas que, desde la prisión, mantienen el rol de proveedoras en sus hogares.

Al retornar a la libertad, la mayoría de estas mujeres enfrenta retos económicos y 
laborales que incluyen la necesidad de proveer a los hijos, lo cual implica una carga 
adicional. Los datos sugieren que enfrentan múltiples obstáculos para conseguir un 
trabajo estable y remunerado. Uno de los mayores impedimentos para las mujeres 
que han estado en prisión son los antecedentes penales. Teniendo en cuenta las 
dificultades para ingresar al mercado laboral, las altas tasas de informalidad de 
este y los retos económicos derivados del rol de cuidadora principal de los hijos, 
es posible que las mujeres se vinculen al sector informal, tanto al legal como a la 
economía del delito. 

En síntesis, las mujeres experimentan un continuo de marginalidad múltiple y 
vulnerabilidad social y económica. La prisión refuerza las formas de desigualdad 
atadas a su género y bajo nivel socioeconómico durante la reclusión y después de 
retornar a la comunidad. Estas condiciones de vulnerabilidad social y económica 
incluyen la precariedad laboral. El trabajo de muchas mujeres privadas de la libertad 
está al margen del ordenamiento laboral –antes, durante y después de la prisión–. 
El Código Sustantivo del Trabajo construye la identidad de trabajador asociada al 
contrato de trabajo y determina quién puede reclamar derechos laborales. Las acti-
vidades desempeñadas por la mayoría de las mujeres encuestadas dentro y fuera de 
la prisión no están representadas por la idea de trabajador de este código. 

El entrenamiento en la prisión para un trabajo que será productivo y útil al 
quedar en libertad es una necesidad apremiante de las mujeres, porque puede 
ofrecer sustento para ellas y sus hijos y, con ello, contribuir a romper el continuo 
de marginalidad y vulnerabilidad económica. Adicionalmente, teniendo en cuenta 
que muchas mujeres reportaron que delinquieron por razones económicas y los 
principales delitos por los que se encuentran detenidas han sido catalogados como 
“criminalidad de pobreza”, mejorar sus habilidades para el mercado laboral puede 
contribuir a reducir la reincidencia. 

Con el fin de mejorar los resultados del sistema penal y el sistema penitenciario, 
en términos de propiciar la resocialización y reducir la reincidencia, es clave ofrecer 
programas, intervenciones y servicios que tengan en cuenta el perfil de las mujeres 
y su situación de marginalidad múltiple. Estos programas contribuirían a enfrentar 
los factores asociados con la trayectoria hacia el delito de las mujeres infractoras.
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